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Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades conferidas por los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 6 y 9 Apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 144 fracción II y 145 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado de Coahuila de Zaragoza, por acuerdo del Pleno del Tribunal Superior de Justicia y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 59, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 11, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152, fracción III, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de ese Honorable Congreso la presente iniciativa con proyecto de decreto, que modifica diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:
E X P O S I C I Ó N   D E    M O T I V O S

Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza

El  acceso  a  la  justicia  es un  derecho  humano esencial cuya efectividad  debe garantizarse por las autoridades jurisdiccionales y, en ese marco, a unos días de haber arribado al primer año de la entrada en vigor de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es tiempo oportuno para dar cuenta de la eficacia o no de algunas de sus disposiciones.

Ambos ordenamientos dan sustento a un nuevo modelo para impartir justicia en materia familiar, pues prevén el desarrollo de juicios orales que se rigen bajo los principios de inmediación, contradicción, continuidad y concentración, prevaleciendo el respeto de las garantías procesales de las partes, a fin de garantizar sus derechos. 

De esa manera predomina para la atención de los asuntos familiares, que cabe destacar son considerados legalmente de orden público e  interés  social, la sencillez en el proceso; la preponderancia de la relación directa de quien juzga con las partes y la garantía de la igualdad de las mismas.

En ese contexto, la implementación en la entidad de los juicios orales en materia familiar, así como la creación de juzgados de primera instancia que son competentes para desahogarlos, son acciones tendientes a atender la alta demanda en ese rubro y, fundamentalmente, para garantizar el acceso efectivo a la justicia familiar.

Ciertamente, datos estadísticos dan cuenta de esa demanda: en nuestro estado, de enero a diciembre de 2016, se atendieron en la primera instancia, esto es, en juzgados, 197,849
 asuntos, mismos que se distribuyen de la siguiente manera: 

· 85,890 en materia familiar 

· 64,425 en materia mercantil 

· 38,496 en materia civil 

· 9,038 en materia penal

De aquella cantidad total, como puede observarse, la tramitación de procesos familiares representó 43%. 
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Fuente: Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza. Resultados estadísticos 2016

Cabe señalar además que esa cantidad de asuntos familiares (85,890), en comparación con la de aquellos que se atendieron en 2015 (69,809, casi 40% de los asuntos en trámite que fueron atendidos por los órganos de primera instancia del Poder Judicial) representó un incremento de  81%.

Ante ese escenario y para apoyar el desahogo de las cargas históricas que enfrentaban los juzgados familiares, en 2016 fueron creados juzgados auxiliares competentes en esa materia; estrategia ésta de la que se da cuenta en el informe de actividades del Poder Judicial de ese año en los términos siguientes:

[…] para atender y desahogar cargas históricas que enfrentaban los juzgados familiares de la entidad, en 2016 fueron creados seis juzgados auxiliares en los Distritos Judiciales de Monclova, Sabinas, Saltillo y Torreón que operarían temporalmente en apoyo de los órganos jurisdiccionales con mayores cargas históricas. En tal virtud establecimos seis de esos órganos para que funcionaran por seis meses, a partir de mayo de 2016 […] Para comenzar a funcionar, a esos juzgados auxiliares se incorporó personal que, en su mayoría, ya laboraba en otros órganos jurisdiccionales del poder judicial, que contaba con las aptitudes y conocimientos necesarios para hacer frente a la encomienda que le fue asignada […] sus cargas iniciales de trabajo quedaron conformadas por los expedientes que les fueron entregados por los juzgados a los que apoyaban; […] Además, la creación de esos juzgados auxiliares posibilitó que otros juzgados familiares se dieran a la tarea de atender exclusivamente los asuntos de los que ya tenían conocimiento, por lo que desde mayo de este año dejaron de recibir y radicar nuevos asuntos.

Más adelante, el Consejo de la Judicatura, mediante el acuerdo C-317/2016, amplió el período de actuación de los juzgados auxiliares hasta el 31 de diciembre de 2016 con la intención de que, conforme a la gradualidad establecida por el propio Consejo para la implementación de los procedimientos familiares previstos en la nueva legislación en materia familiar que prevén los juicios orales, se realice aquel proceso sin que exista una excesiva carga de asuntos en los órganos jurisdiccionales de primera instancia. A lo largo de los siete meses en que operaron los juzgados auxiliares, estos recibieron 5,748 asuntos […] cuya atención se sumó a los que les fueron asignados como carga inicial. Al finalizar el periodo por el que habrían de operar esos juzgados evaluamos la medida adoptada para, sobre bases objetivas, determinar si había sido o no efectiva y, de ese análisis, obtuvimos que a partir de su instalación el número de asuntos atendidos en 2016, con respecto al 2015, aumentó 24%, esto es: 16,230 más asuntos que los del año anterior. Asimismo, el desahogo de los asuntos aumentó 140%, lo que significa que desahogamos 31,120 asuntos más que en 2015. […]

Al día de hoy, cinco de aquellos seis juzgados auxiliares pasaron a ser permanentes y operan como juzgados orales.

Ahora bien, para este año de 2017, en su primer trimestre, la cantidad alcanza 34,576 asuntos, de ahí que se vislumbre una tendencia que, con alta probabilidad, será similar o rebasará a la del año pasado.

De lo anotado hasta aquí se advierte sobre la importante cantidad de asuntos que conocen los juzgados familiares en nuestra entidad, tanto en el sistema que venía operando antes de la vigencia de los ordenamientos referidos al inicio de esta iniciativa, como en el sistema de juicios orales.

Ahora, a un año del inicio en la implementación de los juicios orales familiares, las lecciones demuestran que se avanza por buen camino; que contamos con un sistema normativo en la materia que comienza a dar respuesta a la creciente demanda de justicia familiar y que, por lo andado, se ha advertido la necesidad de reforzarlo.

En ese contexto y con el propósito de fortalecer el marco normativo estatal en materia familiar, la Asociación de Jueces del Estado de Coahuila por conducto de juezas y jueces familiares, elaboró un documento que refiere las disposiciones específicas que han constatado requieren ser modificadas; documento éste que, en reunión de trabajo, compartieron con el titular del Ejecutivo del Estado, toda vez que, al ser la materia familiar la que aglutina el mayor número de asuntos, es importante establecer políticas públicas y judiciales que permitan fortalecer a la familia, atender sus problemáticas, prevenir situaciones de conflicto y, sobre todo, dar respuesta a sus demandas de justicia pronta y expedita; también fue presentada la propuesta ante las magistradas y los magistrados de la Sala Colegiada Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia, quienes emitieron su valiosa opinión y, en algunos casos propusieron adecuaciones al documento con el propósito de robustecer dicha propuesta.
I. Sobre las reformas y adiciones a la Ley de la Familia

Como se anotaba líneas atrás, juzgadores de Coahuila que conocen de los asuntos familiares y que han venido aplicando las disposiciones de la Ley de la Familia, así como del Código de Procedimientos Familiares, han advertido la necesidad de reformar o adicionar algunas de sus disposiciones, a efecto de garantizar el derecho de acceso efectivo a la justicia, por lo que, en los siguientes párrafos se detallan las causas que motivan dichas propuestas.

La Ley de la Familia determina –artículo 380–  que en el caso de las adopciones el consentimiento de quien deba darlo conforme a esa ley […] sólo podrá ser otorgado ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia […], excluyendo de ese modo la posibilidad de manifestarlo ante las autoridades jurisdiccionales, sin embargo, considerando  las disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza, se estima aquella disposición estatal rebasa los propósitos de las prevenciones que, en materia de adopciones, aquellos ordenamientos determinan, puesto que, en ninguno de ellos, se circunscribe el otorgamiento de aquel consentimiento solo ante la instancia federal (Sistema Nacional DIF)  o estatal (PRONNIF) e incluso, la citada Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos, en su artículo 90, señala únicamente que la PRONNIF  emitirá su opinión respecto de las adopciones promovidas ante el Poder Judicial sobre menores no institucionalizados.

Aunado a lo anterior, cabe señalar además que la ley del sistema estatal sólo otorga a la PRONNIF la facultad de promover ante la autoridad judicial, entre otros, los procedimientos de adopción de niños, niñas y adolescentes institucionalizados, así como de intervenir en los procesos de adopción de niños, niñas y adolescentes, en los términos de la legislación aplicable. De igual manera, precisa los términos en que participará en los procesos de adopción y, en ninguno de ellos, se menciona que sólo ante ella deberá otorgarse el consentimiento.

A mayor abundamiento, la referida ley general precisa en su artículo 30 las bases mínimas que deben abarcar las leyes federales y estatales en materia de adopciones esto es, que prevean:

· Que niñas, niños y adolescentes sean adoptados en pleno respeto de sus derechos, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez.

· Que se escuche y tome en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez.

· Que se asesore jurídicamente, tanto a quienes consientan la adopción, como a quienes la acepten, a fin de que conozcan los alcances jurídicos, familiares y sociales de la misma.

·  Que se verifique que la adopción no sea motivada por beneficios económicos para quienes participen en ella.

De tal modo y ante el hecho de que la disposición estatal cuya reforma se propone (artículo 380) ha generado diferentes criterios, incluso entre las y los juzgadores, se estima resulta justificado proponer su reforma, a fin de incorporar la posibilidad de que el consentimiento pueda ser otorgado ante la autoridad jurisdiccional.

Aunada a la reforma en comento, se propone precisar en el texto del artículo 380, en lo referente a las adopciones privadas –que están prohibidas– que no se encontrarán en tal supuesto, es decir, no serán consideradas como privadas, las que se tramiten por parientes consanguíneos hasta el tercer grado. 

En este mismo tenor, se propone la reforma del artículo 388 que determina que la PRONNIF es la única instancia facultada para promover la adopción de las niñas o los niños adoptables que se encuentren en los centros o lugares de internamiento públicos o privados, a fin de aclarar la legitimación para los efectos del trámite procesal y para evitar un posible fraude procesal o colusión.

Por otra parte, considerando los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como prevenciones en materia de igualdad de género, se estima procedente proponer ante esta Soberanía Popular suprimir del artículo 439 las referencias a la edad específica de una niña o niño como circunstancia para decidir cuál de los padres tendrá su guarda y custodia, garantizarles que sean escuchados, así como especificar las condiciones que habrán de estimarse para determinar sobre la madurez de los mismos.

Respaldan lo anterior las tesis siguientes:

La relativa a la obligación de las y los juzgadores de atender, tratándose de su pronunciamiento sobre guarda y custodia, al escenario que resulte más benéfico para el menor, formulada en los términos siguientes:
GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. LA DECISIÓN JUDICIAL RELATIVA A SU OTORGAMIENTO DEBERÁ ATENDER A AQUEL ESCENARIO QUE RESULTE MÁS BENÉFICO PARA EL MENOR [INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO].

Como ya lo ha establecido esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no existe en nuestro ordenamiento jurídico una suerte de presunción de idoneidad absoluta que juegue a favor de alguno de los progenitores pues, en principio, tanto el padre como la madre están igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos. Así las cosas, el intérprete, al momento de aplicar el inciso a), de la fracción II, del artículo 4.228 del Código Civil del Estado de México, que dispone que si no se llega a ningún acuerdo respecto a la guarda y custodia, "los menores de diez años quedarán al cuidado de la madre, salvo que sea perjudicial para el menor", deberá atender, en todo momento, al interés superior del menor. Lo anterior significa que la decisión judicial al respecto no sólo deberá atender a aquel escenario que resulte menos perjudicial para el menor, sino, por el contrario, deberá buscar una solución estable, justa y equitativa que resulte lo más benéfica para éste. La dificultad estriba en determinar y delimitar el contenido del interés superior del menor, ya que no puede ser establecido con carácter general y de forma abstracta; la dinámica de las relaciones familiares es extraordinariamente compleja y variada y es dicha dinámica, así como las consecuencias y efectos que la ruptura haya ocasionado en los integrantes de la familia, la que determinará cuál es el sistema de custodia más beneficioso para los menores. Así las cosas, el juez habrá de valorar las especiales circunstancias que concurran en cada progenitor y determinar cuál es el ambiente más propicio para el desarrollo integral de la personalidad del menor, lo cual se puede dar con ambos progenitores o con uno solo de ellos, ya sea la madre o el padre. En conclusión, la tutela del interés preferente de los hijos exige, siempre y en cualquier caso, que se otorgue la guarda y custodia en aquella forma (exclusiva o compartida, a favor del padre o de la madre), que se revele como la más benéfica para el menor.

Se suma a la anterior tesis la siguiente:

[Las niñas y los niños tienen] el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten, lo que debe tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Lo anterior se traduce en la obligación de los juzgadores de conceder a los menores el derecho a ser escuchados en todo procedimiento jurisdiccional que les afecte, ya sea directamente o por medio de un representante u órgano apropiado, para que se les tome su parecer respecto de los asuntos y el contenido de las resoluciones que les conciernen, para que libremente expresen sus opiniones, a través de los interrogatorios correspondientes, sobre todo cuando se trata de discernir lo relativo a la convivencia con sus progenitores y, en su caso, de advertir la existencia de violencia familiar en su perjuicio, ordenar que se realicen los estudios psicológicos que procedan tanto a los menores como a sus padres, para salvaguardar su interés superior y resolver lo más benéfico a sus intereses.

Aunado a lo señalado, la Suprema Corte de la Nación se ha pronunciado sobre los lineamientos para determinar el grado de la evolución de la autonomía de los menores
 precisando que:

No pueden establecerse edades fijas o condiciones preestablecidas para determinar el grado de autonomía del menor, pues el proceso de madurez no es un proceso lineal y aplicable a todos los niños por igual. Así, la evolución de la autonomía de los menores es progresiva en función de su edad, del medio social, económico y cultural en el cual se desarrollan los infantes, así como de sus aptitudes particulares. De tal forma que para determinar la capacidad de los menores para tomar decisiones sobre el ejercicio de sus derechos, es fundamental que los juzgadores realicen una ponderación entre la evaluación de las características propias del menor (edad, nivel de madurez, medio social y cultural, etc.) y las particularidades de la decisión (tipo de derechos que implica, los riesgos que asumirá el menor, consecuencias a corto y largo plazo, entre otras).

II. Sobre las reformas y adiciones al Código de Procedimientos Familiares

Ahora bien, por cuanto hace al Código de Procedimientos Familiares para el Estado, se propone la reforma del artículo 46 para que en el mismo se determine que, en aquellas audiencias que sean videograbadas, la o el juez tendrá fe pública y, por tanto, se prescindirá de la presencia de la o el Secretario de Acuerdo y Trámite. Lo anterior en razón de la inmediación que existe entre quien juzga y las partes, así como la circunstancia del registro por videograbación de la propia audiencia.
Referente a la relación de los procedimientos que se seguirán en forma de juicio oral, se estima proponer que en el Artículo 65 se establezca expresamente el referente a los Alimentos y, de esa manera, clarificar sobre su procedencia bajo tal tramitación, a fin de que, al no incluirse, haya lugar a interpretaciones diversas.

Respecto del Artículo 66 de la codificación familiar, se propone que se prevea expresamente la ejecución en la vía incidental, pues de lo contrario se genera incertidumbre en propia ejecución de sentencia.

Aunadas a las reformas anteriores, se somete a la consideración de esta Asamblea Legislativa la del Artículo 133, referente al procedimiento para resolver diferencias familiares, para que se prevea una reglamentación expresa del procedimiento a seguir en esos casos, así como que se establezca que el acuerdo a que se llegue deberá hacerse constar por escrito (en acta circunstanciada) tal y como lo establece el artículo 3158, fracción I, del Código Civil del Estado, lo que fundamentaría la ejecución posterior en caso de algún incumplimiento.

Se presenta también a este Congreso Estatal la propuesta de reformar el Artículo 153, a fin de que la ratificación de la solicitud de divorcio sea previa al emplazamiento, pues de la manera en que actualmente se prevé origina que un importante porcentaje (cercano al 80%) de los asuntos se conviertan en expedientillos irregulares. Además se propone que se omita el requisito de que en esa solicitud se estampe la huella digital del pulgar derecho, porque, en la práctica no tiene utilidad ni da certeza jurídica.

En este mismo tema del divorcio, se propone reformar el Artículo 165 para que se ordene la vista al contra-solicitante, a efecto que, en un momento posterior a su presentación, pueda decidir sobre si continúa con el juicio o demanda las costas procesales, esto con fundamento en el artículo 288, fracción II, del Código Procesal Civil del Estado.
Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

El código procesal civil de nuestro estado establece las reglas procesales que, en ese ámbito, deben regir el trabajo jurisdiccional en Coahuila, sin embargo con la práctica diaria han sido observados por juezas y jueces supuestos jurídicos que, tal y como están plasmados en esa legislación, dificultan el desarrollo de los procedimientos de naturaleza civil, por lo que, luego de un trabajo efectuado por ellas y ellos que abarcó la revisión y el análisis de leyes y códigos sustantivos y adjetivos en las materias penal, civil y familiar, concluyeron sobre la conveniencia de promover distintas modificaciones, entre otros ordenamientos, a aquél código procesal civil, con el objeto de agilizar y hacer más eficientes los procedimientos correspondientes.

Posteriormente, el trabajo efectuado por las y los juzgadores fue presentado al Ejecutivo a mi cargo, a fin de que, en un espacio de colaboración, expusieran las consideraciones en que sustentan sus propuestas de reforma y que, por su importancia, motivan la iniciativa que hoy presentamos ante esta Honorable Asamblea Legislativa al considerar, como lo hacen aquéllas y aquéllos, plenamente justificado promover la reforma del citado código, por lo que nos permitimos someter ante esta Representación Popular la presente iniciativa de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Procesal Civil vigente en la entidad,  bajo los siguientes argumentos.
Inicialmente se propone adicionar una fracción VII al artículo 203, referente a la forma de notificaciones, a fin de establecer que éstas se tendrán por efectuadas ante la comparecencia a juicio de las partes o cuando la parte a notificar lleve actos procesales de los que se desprenda que tiene conocimiento de la determinación judicial materia de la notificación.
También, se deroga la fracción II del artículo 211 para suprimir algunos de los supuestos que determinan que se debe hacer la notificación de manera personal, para el efecto de posibilitar mayor celeridad al procedimiento y, así tener justicia más pronta y expedita, más aun cuando los supuestos sobre los cuales hacer referencia la reforma aluden a situaciones imprácticas que no hacen otra cosa que hacer lentos  los procedimientos.

Otra modificación que se propone a este código, es la de reformar los incisos a), e) y j) de la fracción II del artículo 311 referente a la extinción de la instancia, para ajustarla a los criterios jurisprudenciales que se identifican bajo el rubro de:

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL ARTÍCULO 137 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE EN 2008, QUE PREVEÍA QUE EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE AQUELLA FIGURA INICIA DESPUÉS DE EMPLAZAR A LA DEMANDADA, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA.

La caducidad es una institución procesal de interés público, acogida por nuestro derecho con el propósito de dar estabilidad y firmeza a los negocios, disipar incertidumbres del pasado y poner fin a la indecisión de los derechos. En ese sentido, dicha figura es una forma extraordinaria de terminación del proceso por la inactividad procesal de una o ambas partes, que deriva en una sanción por el abandono de la instancia, para evitar que un juicio esté pendiente indefinidamente, y cuya consecuencia principal es la extinción de la instancia, no de la acción. Así, el establecimiento de la caducidad, como consecuencia del incumplimiento de la carga del impulso procesal, encuentra sustento en los principios de seguridad jurídica y de la administración de justicia pronta y expedita contenidos, respectivamente, en los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que los actos que integran el procedimiento judicial, tanto a cargo de las partes como del órgano jurisdiccional, deben sujetarse a plazos o términos, y no pueden prolongarse indefinidamente, lo cual se advierte del propio artículo 17 constitucional. Consecuentemente, el artículo 137 Bis del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vigente en 2008, que preveía que el cómputo del plazo para que opere la caducidad de la instancia inicia después de emplazar a la demandada, vulnera los citados principios, pues no se justifica que el actor, en un juicio civil, tenga un plazo ilimitado para cumplir con las cargas procesales que le corresponden, anteriores al acto de emplazamiento de la demandada. Máxime, que la caducidad de la instancia procede en aquellos juicios en los que se ventilan derechos particulares y, por consiguiente, disponibles, de forma que su resolución afecta, por lo general, exclusivamente a los intereses particulares de las partes en contienda.

Ésta reforma que se propone se sustenta en la finalidad primordial de la figura de la caducidad que es la de evitar la perpetuación de los procedimientos al arbitrio de las partes, pues el condicionar el inicio del cómputo de la caducidad al emplazamiento se ha visto reflejada en el número de expedientes que pese, a una larga inactividad por el abandono de los interesados, aún están en posibilidad de reactivarse por el hecho de no haberse concretado el llamamiento a juicio,  situación que atenta  contra el principio de iniciativa del proceso a instancia de parte previsto en el artículo 3 de este mismo ordenamiento y la garantía de seguridad jurídica tutelada en nuestro máximo ordenamiento legal, además de que entorpece y encarece la administración de justicia, ya que genera un gran volumen de expedientes que estadísticamente continúan formando parte de los asuntos por atender por los órganos jurisdiccionales, sin que  siquiera se haya mostrado interés por parte del actor en emplazar a su demandado, generándose también un costo de su continuo traslado del archivo del poder judicial al de los juzgados; así mismo, es muy común que al presentar la demanda se solicite la medida de conservación prevista en el artículo 389 fracción III del Código Procesal Civil consistente en la anotación preventiva de la demanda en el Registro Púbico, de manera que  tal anotación puede pesar sobre un bien inmueble durante el tiempo que a su conveniencia se le permita a la parte actora, aún y cuando ni siquiera se haya decidido emplazar a su contraria, ocasionando un perjuicio al demandado quien sin saber que hay una demanda en su contra soporta las consecuencias jurídicas y económicas de ese gravamen por largos periodos.

Por su parte, nuestra legislación procesal prevé en el apartado referente a los medios de impugnación el Recurso de Reconsideración (artículos 861 a 863), que es un medio horizontal para combatir los autos no apelables y los decretos dictados por la jueza o el juez, sin embargo, no se regula expresamente la posibilidad de caducarlos y eso ocasiona que en la práctica los recursos de esta naturaleza no sean impulsados por las partes, de ahí que con la reforma que se propone se brindará, a estas últimas, plena certeza de las consecuencias jurídicas de la falta de interés en el recurso y a quien juzga las herramientas necesarias para sancionar ese desinterés o negligencia sin necesidad de acudir a interpretaciones o criterios susceptibles de ser desestimados ante la falta de fundamentación y, todo ello, se reflejará en propiciar una tramitación más ágil de los juicios. Cabe destacar que se hace especial énfasis en que únicamente aplicaría la reforma a los recursos de reconsideración interpuestos de forma escrita, ya que también existe la posibilidad de interponerlo verbalmente en las audiencias, sin embargo, en ese caso éste debe ser resuelto dentro de la misma.

Además, se propone agregar una fracción V al artículo 288, referente al desistimiento de la demanda, de la instancia de actos procesales o de la acción, pues actualmente no se prevén tales extremos del desistimiento y la o el juzgador tiene que recurrir a diversos preceptos pero del Código Civil del Estado en cuanto a la disposición del derecho, previsto en el artículo 1981 del referido Código Civil del Estado.

Se suma a la propuesta de reforma la del artículo 393, referente al emplazamiento, para que se establezca que el plazo es individual para la contestación de la demanda porque al  existir más de un demandado, con base en lo dispuesto en los diversos artículos 191 y 196 del Código Procesal Civil se debe entender que el plazo lo es común para ellos, lo cual genera desigualdad entre los demandados en cuanto a la temporalidad de preparar su contestación ya que aquéllos que han sido emplazados primero gozarán de un plazo mayor al concedido por la ley pues a éste debe sumarse el tiempo que tarde en concretarse el emplazamiento de la totalidad de los demandados. Por lo que con esta modificación, los plazos se computarán de forma individual.

Así mismo, se modifica el artículo 394 referente a los efectos del emplazamiento, para incluir que el demandado debe contestar la demanda ante el órgano jurisdiccional  que lo emplazó en el término concedido para ello.

También se propone reformar el artículo 449, en su fracción IV, pues la disposición actual da pauta para que se hagan múltiples interpretaciones en cuanto a la aplicación de las reglas de la prueba testimonial a la de declaración de parte y, especialmente, se ha generado confusión y distintos criterios en cuanto a que, tal y como lo permita la prueba testimonial, en la declaración de parte pueda encontrarse presente el abogado del declarante y cuáles son los límites de su intervención en esa prueba, por lo que se estima que con la reforma propuesta se pondría fin a dicha incertidumbre y diversidad de criterios, además de que esta mecánica de desahogo no es desconocida para los abogados, ya que es idéntica a la empleada en la prueba confesional prevista en el artículo 441, fracción IV, del código en mención, sin que exista una causa jurídica que justifique que una y otra deban desahogarse de forma diversa, aun cuando comparten la misma naturaleza toda vez que ambas se sustentan en cuestionamientos directos a las partes formulados por su contraria.

Por otro lado, se propone modificar también el artículo 515 acerca de la citación para oír sentencia, y adicionar que el plazo se computará a partir de que quede legalmente notificado a las partes. La necesidad de que el auto de citación para sentencia definitiva sea legalmente notificado a las partes para computar el plazo para emitir el fallo, obedece a que tal y como se puede advertir del artículo 516 del ordenamiento señalado, la citación tiene una serie de consecuencias jurídicas que son, entre otras, la de suspender el impulso procesal e impedir que se promuevan recusaciones u otras cuestiones incidentales excepto el incidente de nulidad del emplazamiento, de manera que si la citación conlleva que las partes se encuentren impedidas de promover la cuestiones antes mencionadas, es menester que estén enteradas de esa determinación para que tengan la posibilidad de hacer valer o manifestar lo que estimen pertinente.

Aunado a ello, la reforma propuesta es congruente con la finalidad de toda notificación que consiste en hacer del conocimiento de las partes alguna determinación judicial y con las reglas que sobre el tema de las notificaciones prevé el citado código, ya que no existe ninguna disposición que distinga el auto de citación para sentencia de los demás proveídos que se dictan en un procedimiento, así se determina la necesidad de estar debidamente notificado a las partes. 

Ahora bien, al requerirse establecer como término individual para la interposición del recurso de apelación, a virtud de que la afectación del pronunciamiento de la sentencia en algunos casos solo afecta a una de las partes, el ejercicio del derecho no debe estar supeditado a que todos estén notificados de la sentencia, además de que puede generar desigualdad entre los demandados quienes al ser notificados de la sentencia en distintos tiempos tendrían términos más largos o amplios para contestar la demanda, por lo que se propone también modificar el artículo 868.

Considerando lo apuntado en párrafos anteriores, se estima que las reformas, adiciones y derogaciones propuestas posibilitará que el trabajo en los juzgados del Poder Judicial del Estado, será más ágil y, sobre todo, posibilitará garantizar  de una mejor manera el acceso de todas y todos los coahuilenses a la justicia.

Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza
El acceso a la justicia es un derecho consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y es obligación de las autoridades garantizar, proteger, promover y respetar el ejercicio de dicho derecho. 

Desde la implementación de la reforma en materia de derechos humanos del 10 junio de 2011 la normativa nacional ha ido reconociendo y ampliando derechos que es necesario incorporar al marco normativo local, como lo es el “libre desarrollo de la personalidad” y el deber del Estado de legislar a favor de la protección de los bienes jurídicos cuya afectación lesione dicho derecho.

Por ello, se considera necesario actualizar la legislación penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, en aras de satisfacer la protección del derecho antes mencionado. Consecuentemente, se propone reformar el Capítulo Primero denominado Delitos Contra el Desarrollo de la Personalidad, ubicado en el Título Sexto del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, y suprimir los Capítulos Segundo, sobre Corrupción de Menores e Incapaces y Pornografía Infantil, y el Tercero, sobre Lenocinio y Trata de Personas, del mismo Título sin que esto implique la derogación de los artículos que los integran; ello para crear un Capítulo Único al Título Sexto del Código cuya denominación será Delitos Contra el Libre Desarrollo de la Personalidad y en el  que se propone se incluyan los delitos previstos en los Capítulos Segundo y Tercero que se suprimen, los cuales tipifican conductas que atentan contra el libre desarrollo de la personalidad. 

Así mismo, con la adición del adjetivo "libre" en la denominación del que será el único capítulo de aquel título, se armoniza dicho precepto con el contenido del párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución Federal, el cual señala las hipótesis por las cuales las juezas y los jueces han de ordenar de oficio la medida de prisión preventiva, y que establece que ha de dictarse, entre otros, cuando se trate de delitos graves que atenten contra el libre desarrollo de la personalidad. 

A través de la reforma propuesta, el Código Penal del Estado de Coahuila determinará un más amplio y adecuado catálogo de delitos que violentan el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el cual no se limita sólo a figuras típicas de distribución o exposición pública de objetos obscenos y pornografía infantil; ni del exhibicionismo obsceno contemplado en el actual Capítulo Primero del Título Sexto del Código Penal; sino que también comprende las distintas figuras típicas de corrupción de menores o incapaces y pornografía infantil, lenocinio y trata de personas tipificados todos en los Capítulos Segundo y Tercero del mismo Título, pues todos ellos inciden en lesionar o en poner en peligro el bien jurídico del libre desarrollo de la personalidad que como lo ha señalado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, comprende varios aspectos de la vida de una persona empezando por la dignidad humana como un derecho fundamental y superior reconocido por el orden jurídico mexicano.

Así también, se propone una modificación al artículo 300 en su primer y tercer párrafos para tipificar como corrupción de menores aquellas conductas que se dirigen a que un menor de edad intervenga en la comisión de un delito, particularmente aquellos tipificados por la Ley General de Salud (narcomenudeo), que al momento no se encuentran contempladas por dicho precepto, no obstante que la generalidad la identifica claramente como una conducta que actualiza la corrupción de un menor.

Por lo que hace a la propuesta de reforma del artículo 9 del Código Penal del Estado, el primer párrafo del citado artículo estatuye un precepto que resulta contrario a lo dispuesto por el artículo 19 de la Constitución, que limita la imposición de la prisión preventiva oficiosa a los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. Dicha contrariedad provoca que algunos delitos del artículo 113, fracción III, del Código Penal, escapen de la norma constitucional. 

Por lo anterior, se estima acorde que el artículo 9 sea modificado y se comprenda en él la precisión de aquellos delitos que, tipificados en la legislación local, sí se subsumen a los supuestos constitucionales, superando con ello la incertidumbre respecto a qué homicidios dolosos serían comprendidos dentro de aquellos en los que procedería la prisión preventiva oficiosa, dada la variedad significativa de delitos que implican la figura típica básica del homicidio, y que de igual manera ocurre tratándose del delito de violación. 

De igual forma, y en concordancia con la propuesta de reforma a la denominación del Capítulo Primero del Título Sexto, expresada anteriormente, resulta necesario precisar en el artículo 9 qué delitos deben considerarse atentan contra el libre desarrollo de la personalidad. 

Efectivamente, para cumplir con el mandato constitucional consistente en que la ley secundaria, en este caso el Código Penal de Coahuila, determine los delitos graves que atentan contra el libre desarrollo de la personalidad para la imposición de la medida de prisión preventiva oficiosa, se propone que en el catálogo del artículo 9 se incorporen los supuestos normativos previstos en los artículos 300, 301, 302, 303, 308 y 398 los cuales determinan mayor penalidad por la grave lesión o peligro al bien jurídico tutelado.

De igual manera resulta importante determinar cuáles delitos se considerarán cometidos con medios violentos, particularmente armas. De tal forma que, sin afectar el arbitrio judicial, el juzgador cuente con disposiciones que le guíen en la interpretación de este elemento normativo. 

Así también, se estima correcto, la adición de un artículo 9 BIS al referido código sustantivo, con la finalidad de ampliar los supuestos que, sin tener como obligada consecuencia la imposición de la prisión preventiva, deben ser tomados especialmente en cuenta por el juzgador, como indicadores de posible sustracción, obstaculización de la investigación o riesgo para la víctima, y que no son comprendidos en los artículos correspondientes del Código Nacional de Procedimientos Penales, los cuales se advierten razonables y lógicos, y que la experiencia señala como indicadores de riesgo, sin embargo, al no estar comprendidos por la norma nacional, el juzgador asume que no pueden invocarse al solicitar la mencionada medida cautelar. 

En este sentido, la reforma tiene como principal objetivo ajustar el texto del citado artículo a lo dispuesto por el artículo 19 Constitucional, y precisar aquellos delitos que, de acuerdo con el mencionado precepto, ameritan prisión preventiva oficiosa.

Por otro lado, actualmente los artículos 163 del Código Penal de Coahuila y 485 del Código Nacional de Procedimientos Penales, determinan los diversos supuestos por los cuales es posible decretar la extinción de la acción penal, entre los cuales se establece el supuesto de “extinción de la acción penal por perdón, reparación del año, o acto equivalente”, en el caso de la legislación local, y “el perdón de la persona ofendida en los delitos de querella o por cualquier otro acto equivalente”, en el caso de la legislación nacional. 

Frente a esos supuestos se considera que el precepto “acto equivalente” resulta ambiguo, puesto que carece de una definición que la propia legislación local o nacional establezcan sobre su naturaleza y efectos procesales; lo anterior ha originado que esta figura sea interpretada de diversas formas y que se haya transformado en fundamento para la conclusión de procesos en forma definitiva en delitos considerados graves o especialmente graves, de ahí que resulte necesario definir, a nivel estatal, bajo qué requisitos se aplicará el sobreseimiento de la causa penal por “acto equivalente”.

Así mismo, el diverso artículo 170 del Código Penal del Estado contempla que, aunque se trate de delitos perseguibles de oficio, la acción penal se extinguirá a través de acuerdos reparatorios, perdón, reparación del daño o acto equivalente, si se cumplen los requisitos y condiciones establecidos para los mismos en el Código de Procedimientos Penales.

Dicho artículo de nueva cuenta refiriere al “acto equivalente” como un motivo para la extinción de la acción penal pero, de igual modo, no establece qué debe entenderse por acto equivalente, ni en qué supuestos será aplicable, tanto éste, como el perdón y reparación del daño, para concluir un proceso penal.

Por lo anterior, se propone la adición de un artículo 170 BIS que establezca los requisitos que han de actualizarse para que proceda la extinción de la acción penal por perdón, reparación del daño o acto equivalente. 

En ese sentido, se plantea que para distinguir el acto equivalente del perdón y de la reparación del daño, se establezca que debe tratarse de delitos perseguibles de oficio, pues si son por querella, su forma de extinción sería el perdón, el cual impide la persecución penal de ese delito.

Se propone también establecer que el delito correspondiente no haya ocasionado algún daño, pues si éste existiere aún, la forma de conclusión del proceso por extinción de la acción penal sería a través de la reparación del daño.

Así mismo se propone que, para la extinción de la acción penal por acto equivalente se tomen en cuenta las condiciones personales del imputado y las circunstancias del caso y que no exista un riesgo aparente para la comunidad.

Con la adición de dicho artículo se impide el abuso de esta forma de conclusión, se establecen los elementos del acto equivalente como forma de extinción de la acción penal y se definen los requisitos para su procedencia, dando certeza a su aplicación y evitando la diversidad de criterios de las autoridades.

Por lo anterior, quienes representamos a los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar ante esta Honorable Asamblea para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de: 

DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman el penúltimo y último párrafo del artículo 380, el artículo 388 y los incisos a y c del artículo 439 todos de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:
Artículo 380. … 

I. a IV. …
… 

El consentimiento podrá ser otorgado ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia o ante el juez, previa identificación fehaciente de quien deba otorgarlo, mismo que surtirá todos sus efectos legales, sin que se requiera su posterior ratificación ante la presencia judicial, en el primer supuesto.  

Se prohíbe la práctica de adopciones privadas, entendiéndose como tales las acordadas directamente entre los padres biológicos y los padres adoptivos. No obstante lo anterior, los primeros podrán proponer a los posibles padres adoptivos, lo cual se encontrará supeditado, invariablemente, a la determinación de idoneidad de los mismos y al interés superior de la niñez. No será considerada como privada la adopción realizada entre parientes consanguíneos, ascendientes o colaterales, hasta el tercer grado. 

Artículo 388. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia será, en su caso, la autoridad facultada para promover la adopción de las niñas o los niños adoptables que se encuentren en los centros o lugares de internamiento, públicos o privados.
Artículo 439. … 

I.
… 

II.
… 

a) 
Las niñas o niños que durante el procedimiento se demuestre que no cuentan con la madurez necesaria para proponer cuál de las personas que originalmente mantenían su guarda debe hacerse cargo de ellas o ellos, quedarán al cuidado de quien resulte idóneo considerando el interés superior de la niñez.
b)
… 

c)
Las niñas o niños que durante el procedimiento se demuestre cuenten con la madurez necesaria, podrán proponer cuál de las personas que originalmente mantenían su guarda debe hacerse cargo de ellas o ellos y si éstos no proponen, la autoridad judicial decidirá, en términos del inciso a) de esta fracción, quién deba hacerse cargo de ellos.

Para determinar sobre la madurez de las niñas o los niños se atenderá a su capacidad para comprender el asunto, sus consecuencias y de formarse un juicio o criterio propio.
III.
...
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman el primer párrafo del Artículo 65; el segundo párrafo del Artículo 133; el segundo y tercer párrafos del Artículo 153 y el primer párrafo del artículo 165; se adiciona la fracción VIII al Artículo 46 y, un tercer párrafo y se recorren en su numeración los actuales párrafos tercero, cuarto y quinto para pasar a ser cuarto, quinto y sexto respectivamente del Artículo 66 todos del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:
Artículo 46. …
…  

…

I. a VII. …

VIII. El juez tendrá fe pública, por lo cual podrá prescindir de la asistencia del secretario cuando así lo considere, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a éste último.
Artículo 65. …  

Se tramitarán en juicio oral, además de los señalados en el artículo 89 de este código, los juicios que tengan por objeto los alimentos, así como todos aquellos asuntos en materia familiar que no tengan prevista una regulación especial en este código. 

Artículo 66. …

… 

Se exceptúan de lo anterior, los incidentes de ejecución de sentencia. 

… 

…

… 

Artículo 133. …  

…  

Si lo consiguiere, dará por concluido el procedimiento, debiendo levantar acta circunstanciada para su debida ejecución. En caso contrario, procederá a la depuración, fijación de litis, admisión, desahogo de pruebas y citación para sentencia definitiva.
… 

Artículo 153. … 
La solicitud de divorcio podrá ser formulada por uno o ambos cónyuges, misma que deberá ser suscrita por el que la promueva. 

La solicitud deberá ser ratificada ante la presencia de la autoridad judicial de manera previa a su emplazamiento. 

Artículo 165. … 

El cónyuge que haya solicitado el divorcio podrá desistirse de su pretensión hasta antes  de que se pronuncie la resolución que decrete la disolución matrimonial. En este supuesto, se aplicarán las reglas del artículo 288 del Código Procesal Civil.
ARTÍCULO TERCERO.- Se deroga la fracción II del Artículo 211; se reforman los incisos a), e) y j) de la fracción II del Artículo 311; el primer párrafo del Artículo 393; la fracción IV del artículo 449 y el Artículo 850; y se adiciona la fracción V al artículo 288, todos del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen: 

ARTÍCULO 211.

…
…
I.  …
II. Se deroga
III. a VII. …

ARTÍCULO 288.

…

...

I. a IV. …

V. En los supuestos de las fracciones I, II y IV, quien formule el desistimiento deberá ratificarlo ante la autoridad judicial que conozca del asunto o fedatario público. Fuera de dichos supuestos, la ratificación quedará al arbitrio del juez.
ARTÍCULO 311.

…

…

I. …

a) y b) …

II. …

a) La caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del proceso, desde el primer auto que se dicte en el juicio hasta la citación para sentencia, si transcurridos ciento veinte días hábiles contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción de cualquiera de las partes que tienda a impulsar el procedimiento.

b) a d) …

e) La caducidad de los incidentes y de los recursos interpuestos ante el propio juez de primera instancia, se causará por el transcurso de treinta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, sin promoción; la declaración respectiva sólo afectará a las actuaciones del incidente y del recurso sin abarcar las de la instancia principal, aunque haya quedado en suspenso ésta por la substanciación del incidente o del recurso.

f) a i) …

j) Las costas serán a cargo del actor, cuando se decrete la caducidad de la primera instancia, o de la parte que haya promovido el incidente o interpuesto el recurso escrito, cuando se decrete la caducidad de un incidente, de un recurso a resolver en la primera instancia o de la segunda instancia, respectivamente.

ARTÍCULO 393.

…

El emplazamiento se hará a la persona o personas contra quienes se entable la demanda, con los requisitos señalados en el artículo 208, corriéndoles traslado mediante la entrega de la copia de la demanda y demás documentos, otorgándoles el plazo de nueve días para que la contesten. En caso de pluralidad de demandados los plazos se computarán de forma individual.

…
…

ARTÍCULO 449.
…

…

I. a III. …

IV. Serán aplicables a esta prueba, en lo conducente, las reglas de la prueba testimonial pero sin que ello implique que la declaración pueda hacerse con la presencia del abogado patrono o procurador de la parte llamada a declarar.
ARTÍCULO 850. 
...

Los términos establecidos por la ley para hacer valer los recursos tendrán, en todo caso, el carácter de perentorios, y corren de forma individual a cada una de las partes desde el día siguiente al en que surta efectos la notificación de la resolución que se impugne, excepto los casos en que la ley disponga otra cosa.

ARTÍCULO CUARTO.- Se modifica la numeración del Capítulo Primero del Título Sexto y su denominación para pasar a ser Capítulo Único denominado “Delitos Contra el Libre Desarrollo de la Personalidad” que comprenderá los artículos del 298 a 308, por tanto, se suprimen los Capítulos Segundo y Tercero de dicho Título conservándose únicamente su articulado; se reforman el párrafo primero del artículo 9 y el primer párrafo del artículo 300; se adicionan un artículo 9 BIS, un artículo 170 BIS y un tercer párrafo al artículo 300, todos del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:
Artículo 9. … 

La prisión preventiva se ordenará oficiosamente en los supuestos previstos por el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por lo dispuesto en este Código, en todos los casos cuando se trate de los delitos siguientes:
I. Homicidio doloso, simple, o calificado, inclusive el cometido en riña con carácter de provocador, o bajo emoción violenta. Así como los delitos de feminicidio, parricidio, matricidio, filicidio, uxoricidio, fratricidio y otros homicidios por razón del parentesco o relación, previstos por los artículos 329, 335, 336 bis 1, 347, 350, 351 y 355.
II. Violación, y la figura típica equiparada a la violación, comprendidos en los artículos 384, 386, 387, 388 y 388 bis.
III. Abuso sexual impropio en el que se emplea violencia física, psicológica o moral, previsto en el artículo 398.
IV. Corrupción de menores e incapaces tipificado en los artículos 300, 302 y 303.
V. Pornografía infantil de menores e incapaces previsto en el artículo 301.
VI. Lenocinio con menores o incapaces previsto por el artículo 308.
VII. Los delitos de desaparición de persona previstos por los artículos 212 bis, 212 bis1 y 212 bis 2.
VIII. Se consideran delitos cometidos con armas aquellos en los que, para su comisión, el sujeto emplea para lesionar o intimidar alguna de las armas prohibidas comprendidas en el artículo 280 de este Código o en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. De igual manera, en los casos en los que se utilice cualquier instrumento u objeto con apariencia, forma o configuración de un arma de fuego que, sin ser propiamente de este tipo, dispara proyectiles con la capacidad de causar una lesión al sujeto pasivo.

…

…

…

…
Artículo 9 Bis. (Indicadores de riesgo para la imposición de la medida de prisión preventiva).

En los demás casos en que se solicite la prisión preventiva, se tomarán en consideración los argumentos que justifique el ministerio público conforme a las reglas que prevé el Código Nacional de Procedimientos Penales. Además como indicadores de riesgo de sustracción del imputado o del desarrollo de la investigación, o bien, como factores de riesgo para las víctimas, testigos o la comunidad, el juzgador considerará:

I. Que el imputado se encuentre sujeto a investigación por otro delito que amerite prisión preventiva oficiosa, o bien por delito doloso cometido en contra de la misma persona, o cuando se trate del cónyuge, concubina o concubino, conviviente, ascendientes o descendientes de la víctima directa;

II. En el supuesto de que el delito se encuentre excluido del beneficio de condena condicional, y

III. La reiteración de actos dolosos de violencia física o moral en contra de la víctima, del cónyuge, concubina o concubinario, conviviente, ascendientes o descendientes, o que el delito se haya cometido en situaciones de violencia familiar.

Artículo 170 BIS. (Requisitos para la extinción de la acción penal por perdón, reparación del daño o acto equivalente). 

Para los efectos del artículo anterior se requerirá además que se actualicen las siguientes condiciones: 

I. Que no se trate de delitos que ameriten prisión preventiva oficiosa;
II. Que el término medio aritmético de la pena de prisión que tiene señalada no exceda de cinco años, y 
III. Que el imputado no se encuentre dentro de los casos de reiteración delictiva o se haya beneficiado anteriormente con la misma causa de extinción de la acción penal. 

Asimismo, procederá la extinción de la acción penal por acto equivalente cuando, tratándose de los delitos mencionados en las fracciones I y II del párrafo anterior, se reúnen las condiciones siguientes: 

I. Se trate de delitos perseguibles de oficio;
II. No exista víctima u ofendido determinado;
III. No exista daño ocasionado, y 
IV. Que por las condiciones personales del imputado y circunstancias del caso no exista riesgo para la comunidad. 

Además de lo anterior, el imputado deberá exhibir la multa que determine la autoridad judicial o ministerial, tomando en cuenta los límites punibles que para dicha sanción establezca el tipo penal de que se trate.

CAPÍTULO ÚNICO

DELITOS CONTRA EL LIBRE DESARROLLO 

DE LA PERSONALIDAD

ARTÍCULO 298. …
ARTÍCULO 299. …
ARTÍCULO 300. SANCIÓN Y FIGURAS TÍPICAS DE CORRUPCIÓN DE MENORES E INCAPACES. Se aplicará prisión de cuatro a nueve años de prisión y multa al que obligue, procure, facilite, induzca, fomente, propicie, promueva o favorezca la corrupción de un menor de dieciocho años de edad, o de una persona que no tuviere capacidad de comprender el significado del hecho, o de decidir conforme a esa comprensión, o de poder resistirlo por cualquier otra circunstancia personal; valiéndose de acciones u omisiones tendientes a que concluyan en la realización de actos de degradación sexual, conductas depravadas, prácticas de prostitución, mendicidad, consumo irracional y reiterado de bebidas embriagantes, o la práctica de algún otro vicio; o lo obligue, incite, instigue o persuada a intervenir en la comisión de cualquier delito doloso o a formar parte de una asociación delictuosa, conspiración criminal, banda o pandilla.

…

Se le impondrán de seis a doce años de prisión y multa, a quien obligue, procure, facilite, induzca, fomente, propicie, promueva o favorezca la intervención en la realización de cualquier delito previsto en la Ley General de Salud o el consumo de narcóticos o de sustancias tóxicas, por parte de un menor de edad o de quien no tuviere la capacidad de comprender el significado del hecho, o de decidir conforme a esa comprensión o de poder resistirlo por cualquier otra circunstancia personal.

…

…
…
ARTÍCULO 301. …
ARTÍCULO 302. …

ARTÍCULO 303. …

ARTÍCULO 303 BIS. …

ARTÍCULO 304. …

ARTÍCULO 305. …

ARTÍCULO 306. …

ARTÍCULO 307. …

ARTÍCULO 308. …
TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

DADO. En la Residencia de los Poderes Ejecutivo y Judicial del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los veinticinco días del mes de julio del año dos mil diecisiete.

ATENTAMENTE.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO RELECCIÓN.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
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